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San José, 24 de setiembre 2021 

Excmo. Sr. Carlos Alvarado Quesada 

Presidente de la República 

Estimado señor Presidente 

Reciba un atento saludo, así como nuestros deseos de bienestar para Ud. y su familia. 

La Pastoral Social Caritas tiene, por vocación, servir al Desarrollo Humano Integral del país. Se trata de un desarrollo 

humano integral, es decir, que abarca todas las dimensiones del ser humano y a todos los seres humanos, sin persona 

rezagadas ni, mucho menos, excluidas o descartadas. Es componente esencial de este propósito la protección y fomento de 

los derechos humanos de los niños, niñas y otras poblaciones que enfrentan situaciones de gran vulnerabilidad en el país. 

Desde esta vocación institucional, con todo respeto, dirigirnos a usted con el fin de hacerle una consulta de interés público. 

El tema al que queremos hacer referencia tiene que ver con la difícil situación jurídica y social de las familias que aún 

permanecen en los asentamientos “La Bendición I” y “La Bendición II”, ubicados en el distrito de Pavas, cantón Central de 

la provincia de San José, sobre los cuales pesa una orden de desalojo, que se ejecutará el 1 de octubre. Esta medida, de 

carácter jurídico, plantea serios problemas vitales para la población afectada, de modo especial para los niños y niñas que 

viven con sus familias en este asentamiento –más de 200–. Exponemos algunos de eventuales perjuicios que la niñez en 

cuestión podría enfrentar. Planteamos tres enunciados principales:  

Primero. Sobre el derecho a la educación 

Al ocurrir el desalojo durante el ciclo lectivo, las personas menores de edad experimentarían un trastorno en sus estudios, 

debido a la incertidumbre de un nuevo domicilio, la inestabilidad de un traslado de casa, la dificultad para ser admitido en 

otro centro educativo. De este modo, quedaría lesionado el derecho fundamental a la educación (Constitución Política Art. 

77, Declaración de los Derechos Humanos, Art. 26, Convención sobre los Derechos de los Niños Art. 28, Código de la 

Niñez y la Adolescencia Art. 31). 

Segundo. Sobre el derecho a la vivienda 

Existe la probabilidad de que que al hacerse efectivo el desalojo, los niños y niñas queden sin vivienda y sin garantía de 

poder residir en una casa, lo que los colocaría en un gran riesgo social. Sin bien las condiciones en los precarios mencionados 

no son las idóneas, lo cierto es que la condición de pobreza que enfrentan el total de familias de la localidad, no les ha 

permitido acceder a casas dignas. El desalojo privaría a los niños y niñas del derecho del resguardo mínimo que les ofrece 

la única opción habitacional a la que sus familias pueden aspirar. Es muy importante tomar en cuenta que la situación de 

pobreza de estas familias ocurre en un marco de agravamiento debido a la crisis sindémica por la que atravesamos, detonada 

por la pandemia de covid-19, que ha generado el incremento del desempleo formal, que hace imposible para miles de 

familias obtener el ingreso suficiente para cubrir la canasta alimentaria, la canasta básica y el pago de alquiler de una 

vivienda digna. Adicionalmente, la exposición al peligro de quedarse sin vivienda y, por ende, al acceso a los medios 

higiénicos mínimos incrementa la vulnerabilidad frente a la pandemia que sufrimos. 
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Un desalojo en la comunidad, sin una propuesta de reubicación, pone en gran riesgo el efectivo cumplimiento del derecho 

fundamental a una vida integralmente sana, que se consigna en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la 

Convención Internacional de los Derechos del Niño, instrumentos jurídicos internacionales en los que se alude al “derecho 

a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 

vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios...” (Artículo 25, inciso 1 y artículo  27 inciso. 

3 respectivamente).  

Tercero. Sobre el derecho a permanecer con los padres (sin distingo de nacionalidad) 

En caso de haber una pronta intervención gubernamental en favor de los niños, las niñas y los adolescentes que habitan 

actualmente en los precarios en cuestión, nos preocupa la posibilidad, en caso de que esta existiera, de que las 
correspondientes medidas se puedan hacer al margen de sus familias, afectando la unidad familiar. En este marco se 

plantea el problema de la posible separación de padres-madres y sus hijos/as. El Código de la Niñez y de la Adolescencia 
de Costa Rica estipula, en su artículo 54, inciso b, que se debe “permitir que la persona recién nacida tenga contacto 

inmediato y alojamiento con su madre desde el nacimiento.” Obviamente, este derecho de la persona recién nacida se les 

debe conceder también a hijas/os de padres-madres inmigrantes. 

En su artículo 30, dicho Código establece que “las personas menores de edad tendrán derecho a conocer a su padre y 

madre; asimismo, a crecer y desarrollarse a su lado y ser cuidadas por ellos.”   

El artículo 29 de esta misma normativa establece que “El padre, la madre o la persona encargada están obligados a velar 

por el desarrollo físico, intelectual, moral, espiritual y social de sus hijos menores de dieciocho años.” Debe, por lo tanto, 

concederse a las madres y padres inmigrantes el ejercicio de este derecho que, además, es un derecho de la infancia. Este 

derecho y el protegido por el artículo 30 del Código de la Niñez está también garantizado por la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), la cual en el artículo 10 establece que “Todo niño tiene derecho a las medidas 

de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. Asimismo, por 

el artículo 25, inciso 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que ordena: “La maternidad y la infancia tienen 

derecho a cuidados y asistencia especiales”. 

La necesidad de que los niños y las niñas estén unidos a sus padres es una urgencia que planteó a los Estados Partes de la 

Organización de las Naciones Unidas, entre ellos el de Costa Rica. El Comité de los Derechos del Niños lo expuso en los 

siguientes términos, en el informe del 2006 del Comité de los Derechos del Niño: 

El Comité hace un llamamiento a los Estados Partes para que velen por que todos los niños pequeños (y los principales 

responsables de su bienestar) tengan garantizado el acceso a servicios adecuados y efectivos, en particular programas 

de atención de la salud, cuidado y educación especialmente diseñados para promover su bienestar.   

Deberá prestarse especial atención a los grupos más vulnerables de niños pequeños y a quienes corren riesgo de 

discriminación (Art. 2).  Ello incluye a las niñas, los niños que viven en la pobreza, los niños con discapacidades, 

los niños pertenecientes a grupos indígenas o minoritarios, los niños de familias migrantes, los niños que son 

huérfanos o carecen de atención parental por otras razones, los niños que viven en instituciones, los niños que viven 

con sus madres en prisión, los niños refugiados y demandantes de asilo, los niños infectados por el VIH/SIDA o 

afectados por la enfermedad, y los niños de padres alcohólicos o drogadictos” (negritas nuestras). 
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De acuerdo con las anteriores consideraciones, nuestra petición consiste en saber qué medidas tiene previstas el Gobierno 

de la República para garantizar cada uno de los derechos enunciados con anterioridad (educación, salud, vivienda y unidad 

familia) de los niños y niñas residentes en los asentamientos Bendición I y II previamente al desalojo de las familias que 

residen en este.  

Abogamos por una revisión crítica, solidaria y respetuosa de las implicaciones que tendría la ejecución de un eventual 

desalojo en las comunidades mencionadas a la luz de la legislación nacional e internacional en materia de protección de 

derechos de los niños y las niñas. 

Uno de los componentes del marco jurídico en el que se asienta nuestra consulta y esperanza de una intervención 

gubernamental garantizando los derechos humanos de las personas menores de edad y otras de los asentamientos 

mencionados es el considerando III del Decreto Ejecutivo 39277 del  20/10/2015, que Crea Comisión de Atención Integral 

a los Desalojos (CAID) y el Procedimiento especial para la atención de desalojos considerados como de vulnerabilidad 

social, que afirma: 

Que el Gobierno de la República, además de proteger el derecho de las personas propietarias de los inmuebles a 

desalojar; reconoce los derechos de las personas a desalojar, dentro del Estado Social de Derecho costarricense; 

estos se derivan, de manera general, de los derechos fundamentales plasmados en la Constitución Política y, 

además, a nivel internacional, la Organización de las Naciones Unidas ha establecido estos parámetros en relación 

con los desalojos, en instrumentos como "Principios básicos y directrices sobre los desalojos y el desplazamiento 

generados por el desarrollo", n.° A/HCR/4/18, del Relator Especial sobre una vivienda adecuada, como parte del 

derecho a un nivel de vida adecuado y la 
Observación General n.° 7 de 1997, emitida por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la cual 

se denomina "El derecho a vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto): desalojos forzosos". 

En sus visitas oficiales a las parroquias, lo que incluye el contacto con los asentamientos en situación de precario y tugurio, 

el Arzobispo de San José y obispo responsable de la Pastoral Social-Caritas de la Conferencia Episcopal, Mons. José Rafael 

Quirós Quirós, ha constatado la gravedad del déficit cuantitativo y cualitativo de viviendas, que está en la raíz del doloroso 

fenómeno de cientos de miles de personas viviendo en condiciones infrahumanas. Por eso, de común acuerdo con él hemos 

resuelto elevar a su persona esta consulta, dada la aflicción de las familias de los asentamientos mencionados, que hemos 

podido constatar de modo directo. 

Con nuestras muestras de la más alta consideración, quedamos atentos a su respuesta. 

Pbro. Edwin Aguiluz Milla 

Secretario Ejecutivo de Pastoral Social Cáritas 

Pbro. David Solano Chaves 

Delegado Episcopal de Pastoral Social Cáritas de la Arquidiócesis de San José 
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